SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°9
                                                         RADICACIÓN: 66001220400020160003501
ACCIONANTE: FANNY PÉREZ DE BUITRAGO
CONCEDE AMPARO  


DERECHO DE PETICIÓN/ Deber de comunicar en debida forma la respuesta 
“(…) puede decirse que sí se presenta en el asunto sometido a estudio vulneración del derecho fundamental de petición, puesto que se sobrepasó excesivamente el término legal para proferir la respuesta al requerimiento que hizo la demandante ante la Registraduría Nacional del Estado Civil desde mayo 28 de 2015, y pese a que la entidad al descorrer el traslado de la presente acción adjuntó un oficio por medio del cual contestó su solicitud, el contenido de esa misiva aún no la conoce la accionante.” 

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-043 de 2009.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
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             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiséis (26) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación No 156
                                                    Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana FANNY PÉREZ DE BUITRAGO contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de lo indicado por la señora PÉREZ DE BUITRAGO en el escrito de tutela, se puede concretar así: (i) en mayo 28 de 2015 mediante derecho de petición solicitó a la Registraduría Nacional del Estado Civil información del registro civil de defunción de su esposo JOSÉ ANTONIO BUITRAGO, quien en vida se identificaba con la cédula de ciudadanía No. 4´489.362; y (ii) han transcurrido más de 15 días hábiles, término legal establecido en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, sin que la entidad dé respuesta a su requerimiento.
Con fundamento en lo anterior considera quebrantado su derecho de petición, cuyo amparo solicita; y en consecuencia, se ordene a esa entidad que a más tardar dentro de las 48 siguientes a la notificación del fallo conteste su solicitud.
3.- CONTESTACIÓN

El Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil indicó que en oficio N° 045981 de junio 25 de 2015 se dio respuesta al derecho de petición elevado por la señora FANNY PÉREZ DE BUITRAGO, el cual fue remitido al lugar de notificación aportado en el escrito (calle 19 N° 12-69 de Pereira (Rda.), pero fue devuelto por la empresa de correo debido a que faltaban datos, razón por la que procedieron a contactarla telefónicamente para que aportara otra dirección, y suministró la carrera 17 bis No. 18b-23 barrio Mejía Robledo de la misma ciudad, a la que se le envió por parte de la Coordinación del Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Registro Civil, comunicación de febrero 19 de 2016 con rad. 0511.
En la respuesta se le informó que una vez revisado el archivo del Sistema Nacional de Inscripción, no se encontró ninguna información del registro de defunción del señor JOSÉ ANTONIO BUITRAGO, y se le indicó que el procedimiento a seguir es la correspondiente inscripción, la cual si se trata de una muerte natural debe hacerse dentro de los dos días siguientes a que se tuvo noticia del hecho, si ha transcurrido más de ese término, deberá aportar orden impartida por el inspector de policía, a quien el interesado debe explicar las causas del retardo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 74 y 75 del Decreto Ley 1260/70. Así mismo, que en el evento que sea una muerte violenta, de acuerdo a lo establecido en el artículo 79 ibídem debe allegarse autorización judicial expedida por los funcionarios competentes, esto es, del Fiscal que conozca la investigación.

Señaló igualmente, que de conformidad con lo consignado en el artículo 31 del Decreto Ley 019/12, todos los actos jurídicos, hechos jurídicos, y providencias judiciales que constituyen fuente del registro civil o que afecten el mismo, podrán inscribirse en cualquier oficina del territorio nacional o en los consulados de Colombia en el exterior.

Por lo anterior, solicita denegar la acción, toda vez que esa entidad no ha omitido hacer el trámite pretendido ni ha vulnerado derecho fundamental alguno.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados al proceso por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992

5.1.- Problema planteado 

Corresponde al Tribunal como juez constitucional en sede de tutela, determinar si en el caso sometido a estudio se presenta vulneración del derecho fundamental invocado en la demanda; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada a efectos de hacer cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora FANNY PÉREZ DE BUITRAGO acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental de petición, consistente en que por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil no se ha dado respuesta a la solicitud elevada por ella ante esa entidad desde mayo 28 de 2015, con el propósito de obtener información referente al registro de defunción de su cónyuge JOSÉ ANTONIO BUITRAGO.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
Por parte del Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil se indicó que dicha petición ya fue contestada, inicialmente por medio de oficio N° 045981 de junio 25 de 2015, el cual fue devuelto por la empresa de correo por cuanto la dirección estaba incompleta, y posteriormente mediante comunicación de febrero 19 de 2016 rad. 0511, la cual fue remitida a la nueva dirección suministrada por la tutelante. Agregó que en dicha contestación se le dio a conocer a la actora el procedimiento que debe realizar para hacer la inscripción de la defunción, de conformidad con la normativa vigente.
De acuerdo con esa información, se procedió a verificar
 si en efecto la señora PÉREZ DE BUITRAGO había sido notificada de la aludida respuesta, pero se pudo determinar que no ha recibido comunicación alguna por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil. De igual forma, una vez comparada la última dirección que suministró la tutelante con la cual figura en el oficio de febrero 19 de 2016, se observa que las mismas no concuerdan, de lo que se extrae que el envío no fue dirigido al lugar indicado por ella. 

Ahora, debe anotarse que si bien la respuesta que había emitido con antelación la accionada -la cual no se profirió dentro del término legal-, no le pudo ser dada a conocer porque la dirección que fue suministrada estaba incompleta, se observa que por parte de la entidad no se realizó ninguna labor teniente a informar a la peticionaria sobre dicha contestación, pese a aportó en su escrito varios números telefónicos, y solo con ocasión de la presente demanda se le llamó para que proporcionara otro lugar de notificación.

Con fundamento en lo anterior, puede decirse que sí se presenta en el asunto sometido a estudio vulneración del derecho fundamental de petición, puesto que se sobrepasó excesivamente el término legal para proferir la respuesta al requerimiento que hizo la demandante ante la Registraduría Nacional del Estado Civil desde mayo 28 de 2015, y pese a que la entidad al descorrer el traslado de la presente acción adjuntó un oficio por medio del cual contestó su solicitud, el contenido de esa misiva aún no la conoce la accionante. 
En esas condiciones, como quiera que por parte de la accionada no se ha dado a conocer a la tutelante la respuesta que fue emitida por esa entidad frente a la petición elevada por ella, se concederá el amparo del derecho invocado
; y, en consecuencia, se ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil, de no haberlo hecho ya, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a darle a conocer a la actora la referida contestación.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado a la señora FANNY PÉREZ DE BUITRAGO.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé a conocer a la señora PÉREZ DE BUITRAGO la respuesta emitida por esa entidad respecto del derecho de petición que presentó desde mayo 28 de 2015.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. 


� Sentencia T-178/00.


� Sentencia T-615/98.


� Ver constancia obrante a Folio 25 C.O.


� Es de aclarar, que la respuesta debe enviarse a la nueva dirección aportada por la accionante, esto es, carrera 17 Bis No. 18b-23 barrio Mejía Robledo de Pereira (Rda.).
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